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El 15 de junio de 2018, H.L.C.Z, en calidad de procurador judicial de H.H.G.F, accionista 

mayoritario de la empresa K. S.A. (el 'peticionario'), presentó una solicitud de medidas 

cautelares autónomas contra el Registro de la Propiedad de Guayaquil." 

 

El 20 de junio de 2018, el juez de la Unidad Judicial Civil y Mercantil con sede en el cantón 

Guayaquil, provincia del Guayas (“Unidad Judicial”) concedió parcialmente la solicitud de 

medidas cautelares, en los siguientes términos: 

 



 

 

 

“(…) se deja provisionalmente sin efecto los actos administrativos emanados del Señor 

Registrador de la Propiedad del cantón Guayaquil consistentes es (sic): inscripción de la 

demanda de Prescripción Adquisitiva de Dominio inscrita el día Viernes 13 de Marzo de 

2015 con número de inscripción 134; la sentencia de Prescripción Adquisitiva de Dominio 

inscrita con fecha Viernes 13 de Marzo de 2015 con número de inscripción 5,031, por no 

tener su origen en orden judicial alguna; así como la compraventa de dicha prescripción 

adquisitiva de dominio con fecha miércoles 04 de Abril de 2018 en el tomo 26, número de 

inscripción 5,929, por tener su origen en tales actos que se suspenden provisionalmente, 

hasta tanto un Juez en vía ordinaria resuelva lo correspondiente en Derecho en relación a 

las acciones que deberá incoar [el peticionario] a fin de que en dicha vía se determine lo 

procedente en cuanto a los diversos derechos en conflicto, para lo cual se concede el 

término de 45 días [al accionante] a fin de que deduzca la acción que a bien tuviere según 

sus intereses.” 

 

El 30 de agosto de 2018, el juez de la Unidad Judicial, tras la solicitud del peticionario, 

amplió el término para presentar una acción por 15 días desde el vencimiento inicialmente 

concedido. 

 

El 13 de septiembre de 2018, el peticionario informó que, en atención a lo dispuesto por el 

juez de la Unidad Judicial, había presentado dos acciones para precautelar sus derechos”; 

i) juicio ordinario de nulidad de instrumento público y, ii) juicio ejecutivo por cobro de 

pagaré.”  

 

El 12 de noviembre de 2018, el señor H.B.C.A compareció a la causa mediante escrito y 

solicitó copias certificadas. Con fecha 26 de noviembre de 2018, el juez de la Unidad 

Judicial negó la petición ya que el compareciente no figura como accionante ni accionado 

y, por ende, no se encuentra legitimado dentro de la causa. 

 

 



 

 

 

El 26 de abril de 2019, W.A.M.F, en su calidad de gerente general de la compañía A. S.A. 

presentó un escrito en el que compareció a la causa y sostuvo que su representada es 

propietaria del bien sobre el que se ordenó las medidas cautelares, toda vez que sería 

“propietaria de los gananciales y derechos hereditarios, adquiridos mediante escritura 

pública de compraventa de gananciales y derechos hereditarios (…) inscrita en el Registro 

de la Propiedad”. En este sentido, solicitó que se declare el abandono del proceso: 

“habiendo transcurrido en exceso el término de ochenta días” y “dispuesto el mismo, se 

cancelan (sic) las providencias preventivas que se hayan ordenado en el proceso” 

 

El 4 de junio de 2019,  H.L.C.Z presentó un escrito en el que manifestó que no es posible 

declarar el abandono de la acción, pues existe ejecutoria. Asimismo, afirmó que ni  

W.A.M.F ni A. SA son los destinatarios de esta acción. Por último, expresó que no existe 

identidad alguna. 

 

Posteriormente, el 6 de junio de 2019, A. S.A presentó un escrito en el que anunció su 

comparecencia al proceso e informó que el predio objeto de la solicitud de medidas 

cautelares le pertenecía. Asimismo, manifestó que, a su juicio, el juez de la Unidad Judicial 

habría sido inducido al error, pues el peticionario no habría informado, de conformidad con 

el artículo 32 de la LOGJCC, que ya habría presentado una solicitud de medidas cautelares 

autónomas previamente por el mismo hecho, la cual fue negada. Así, solicitó la revocatoria 

de la medida cautelar dictada, por ser lesiva a sus derechos. 

 

Mediante auto de 10 de julio de 2019, el juez de la Unidad Judicial dispuso que se siente 

razón sobre quiénes obraban dentro de la causa como legitimados activos y pasivos. El 11 

de julio de 2019 se sentó razón de que el legitimado activo es H.L.C.Z, por los derechos 

que representa de H.H.G.F; y el legitimado pasivo es el Registro de la Propiedad del cantón 

Guayaquil. 

 

 



 

 

 

En providencia de 12 de julio de 2019, el juez de la Unidad Judicial expresó que “el 

Registrador Municipal de la Propiedad y Mercantil del cantón Guayaquil, sin que exista 

una orden judicial dentro de un proceso judicial llevado a cabo por parte de justicia 

ordinaria procedió a inscribir una sentencia de forma directa, es decir, a petición de uno 

de los interesados”. Sobre la solicitud de A. S.A, indicó que “ […] no consta como 

legitimada dentro de la presente causa ni activa ni pasivamente; es decir no es parte 

procesal […]. Por todo lo antes expuesto, de plano se niega la revocatoria de la medida 

cautelar constitucional autónoma”. 

 

El 26 de diciembre de 2019, el juez de la Unidad Judicial dispuso la acumulación del 

proceso ejecutivo por cobro de pagaré al proceso de medidas cautelares autónomas. 

 

El 8 de enero de 2020, J.C.R.C presentó un escrito en el que afirmó que no procede la 

acumulación detallada ut supra y que la compañía M. S.A. que había comparecido en el 

juicio ejecutivo no era la misma compañía que tenía la deuda con una extinta institución 

financiera privada ecuatoriana , pues la primera –que compareció al juicio ejecutivo- fue 

constituida en septiembre de 2019 y la última –que tenía la deuda con la institución 

financiera privada ecuatoriana  - fue cancelada en el año 2008. Asimismo, expresó su 

desacuerdo con la acumulación de procesos. Por otro lado, en escrito de 16 de enero de 

2020, el peticionario expresó que estaba de acuerdo con la acumulación de los procesos. 

Ante esto, el juez de la Unidad Judicial solicitó que se siente razón de quiénes son las partes 

procesales y sus representantes legales. 

 

El 21 de enero de 2020, el juez de la Unidad Judicial indicó “[p]uesto que se pretender 

(sic) atacar la providencia en cuestión a través de Recurso Horizontal de Revocatoria, es 

propicio partir de ciertas delimitaciones conceptuales”. Afirmó que la “revocatoria es el 

recurso que reconoce la ley a quien es parte procesal” y que “sólo y sólo si se acepta la 

tercería tiene derecho de intervención un tercero este llega a tener los mismos derechos y 

obligaciones que las partes”. En consecuencia, “dentro de la configuración procesal no 



 

 

consta la peticionaria de la revocatoria como parte; entonces, si NO está constituida en 

parte procesal, mal podría deducir el recurso en mención, pues tal medio impugnatorio 

horizontal está previsto para las partes procesales”.  

 

El 28 de febrero de 2020, ante los escritos presentados por J.F.M.U, ( En su calidad de 

“accionista y último representante legal” de M. S.A., ) el juez de la Unidad Judicial devolvió 

los escritos por injuriosos. 

 

Mediante providencia de 14 de noviembre de 2022 se dispuso: “En razón de la naturaleza 

provisional de la [causa], previo a dejar sin efecto la medida cautelar dictada, se concede 

el término de 72 hora (sic) a las partes a fin de que eferzan (sic) su derecho de 

contradicción conforme lo garantizado por el artículo 168.6 de la Constitución de la 

República”. 

 

El 16 de diciembre de 2022, el juez de la Unidad Judicial dispuso el archivo de la causa, 

“al corresponder al momento procesal y, sin que haya nada pendiente que atender.” 

 

Con fecha 13 de noviembre de 2023, el juez de la Unidad Judicial dispuso que se siente 

razón sobre “si la compañía A.  S.A., es parte procesal dentro de la presente causa. Hecho 

esto, vuelva los autos para proveer lo que en derecho corresponda”. 

 

El 27 de noviembre de 2023, A. S.A (“compañía accionante”), presentó una acción de 

incumplimiento ante la Corte Constitucional respecto del auto de 20 de junio de 2018, que 

concedió la solicitud de medidas cautelares. 

 

 
FUNDAMENTOS DE 
DERECHO 

 Constitución de la República del Ecuador 

 

Artículo 86 numeral 3 de la Constitución de la República. 

 

Artículo 87 de la Constitución del Ecuador.  

 



 

 

 

Artículo 436 numeral 9 de la Constitución del Ecuador. 

 

  Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 

 

- Artículo 6 de la LOGJCC 

- Artículo 8 de la LOGJCC 

- Artículo 21 de la LOGJCC. 

- El artículo 23 de la LOGJCC 

- Artículo 26 de la LOGJCC  

- Artículos 162 a 165 de la LOGJCC. 

 

Código Orgánico de la Función Judicial (“COFJ”) 

 

- Artículo 32 del COFJ. 

- Artículo 109 del Código Orgánico de la Función Judicial (“COFJ”) y del artículo 13 

del Reglamento de la Regulación de la Declaratoria Jurisdiccional Previa en Casos 

de Dolo, Manifiesta Negligencia o Error Inexcusable dentro de la Jurisdicción 

Constitucional (“Reglamento”). 

- Segundo inciso del artículo 109.2 del COFJ y el primer inciso del artículo 7 del 

Reglamento 

-  

Código Orgánico General de Procesos  

 

- Artículo 16 del COGEP 

- El artículo 18 de la norma ibidem 

 

Código Orgánico Integral Penal  

 

- Artículo 268  

 

 

 

 

 
CONTEXTO SOCIAL Y 
ECONÓMICO  DEL CASO 

Mantener la vigencia de medidas cautelares que contradicen abiertamente el sistema de 

justicia constitucional es improcedente para la Corte Constitucional, dado que implicaría su 

inejecutabilidad por motivos jurídicos. 

 



 

 

 

 

ARGUMENTOS Y 

FUNDAMENTACIÓN 

DE LA CORTE 

 

La compañía accionante demanda el supuesto incumplimiento del auto resolutorio de 20 de 

junio de 2018, dictado en el marco de un proceso de medidas cautelares autónomas.  

 

A la luz de la sentencia 61-12-IS/19, la Corte Constitucional ha indicado que, “(…)en 

principio, estas decisiones no son objeto de la acción de incumplimiento, toda vez que no 

son definitivas y su “vigencia, obligatoriedad y ejecución está supeditada a las 

circunstancias y a la decisión de jueces inferiores, pues estos tienen la responsabilidad de 

garantizar la ejecución de medidas cautelares pero también pueden revocar las medidas, 

modificarlas, (…) o, inclusive, dejarlas sin efecto”. 

 

No obstante, la Corte Constitucional ha determinado que “las decisiones provenientes de 

un proceso de medidas cautelares autónomas, excepcionalmente, podrían ser objeto de 

esta  acción cuando (i) existan decisiones constitucionales contradictorias; (ii) exista un 

gravamen irreparable, 19 o (iii) se trate de decisiones que desnaturalizan el objeto de la 

garantía.” 

 

La Corte Constitucional determina que:  

 

48. De la revisión del expediente y de la demanda de la compañía accionante se verifica 

que el presente caso incurriría en la excepción (iii). Como indicios de ello, esta Corte 

observa que, en su demanda, la compañía accionante indica que “ya han pasado más de 5 

años y no se han levantado las medidas cautelares, que recayeron sobre mi bien inmueble”. 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

Legitimación activa: 

 

En relación a la legitimación activa, la Corte Constitucional señala lo siguiente: 

51. La Corte Constitucional ha reconocido que la legitimación activa de la acción de 

incumplimiento “no se encuentra limitada de forma exclusiva a una parte procesal”.25 Es 

decir, una persona puede presentar una acción de incumplimiento respecto de una decisión 

que dispone medidas (i) si es que se ve afectada por su incumplimiento, al haber sido parte 

procesal del juicio en el que se emitió la sentencia; o (ii) si es que la sentencia contiene 

medidas cuyos efectos alcanzan a personas que no fueron parte del proceso.26 El presente 

caso se ajusta al segundo supuesto. 

 

En relación al caso en concreto la Corte Constitucional expresa  lo siguiente: 

53. La compañía accionante ha sostenido que se vio afectada por la medida dispuesta 

porque (i) dejaron provisionalmente sin efecto la inscripción de la compraventa del 

inmueble del cual se reputaba dueña; y, (ii) aun cuando alegó que la medida le afectaba 

no pudo comparecer al proceso por cuanto no fue reconocida por el juez de la Unidad 

Judicial como parte procesal (ver párrafos 28, 30 y 34 supra).” 

 

La Corte Constitucional señala que, una de las inscripciones suspendidas por la medida 

cautelar es la compraventa que hizo A. S.A. Por lo tanto, la Corte estima que existe una 

afectación al accionante y se confirma su legitimación activa.  

 

Auto de archivo: 

 

La Corte Constitucional expresa que, “(…) si un auto de archivo dictado en fase de 

ejecución respecto de sentencias jurisdiccionales no es impugnado oportunamente por 

cualquiera de las partes procesales, impide que esta Corte, a través de la acción de 

incumplimiento, pueda entrar a verificar el cumplimiento de las medidas dictadas en una 

sentencia.” 



 

 

 

La Corte Constitucional en la sentencia 37-21-IS/23, en su párrafo 25, determinó qué se 

tomará como una impugnación al auto de archivo lo siguiente: 

 

“La impugnación realizada al auto de archivo, no debe entenderse como la 

interposición de un recurso procesal previsto en el Código Orgánico General de 

Procesos, sino como un escrito dirigido al juez ejecutor, cuestionando el 

incumplimiento, cumplimiento defectuoso o tardío de cualquier medida dispuesta en 

una sentencia, a efecto de que el juez pueda verificar el cumplimiento integral de las 

medidas dispuestas en una sentencia y, consecuentemente, pueda ordenar el archivo. 

Incluso, el accionante podría presentar este escrito sin ningún límite temporal, pero 

con la obligación de justificar el retardo o la existencia de un acto ulterior.” 

 

La Corte Constitucional determina que, la carga de impugnar el auto de archivo recae en 

cualquiera de las partes procesales, situación que es inobservada por el juez de la Unidad 

Judicial, dado que no permitió la comparecencia de A. S.A, a pesar de sus reiterados 

escritos. 

 

Por lo tanto, la Corte Constitucional expresa que es irrazonable exigir la impugnación del 

auto de archivo a la compañía accionante, dado que  no fue considerada como parte procesal 

por parte del juez en la causa de medidas cautelares autónomas y que, a pesar de haber 

realizado varios intentos para comparecer dentro de la causa, nunca fue identificada como 

un tercero en el proceso de origen, más aun cuando el juez anunció que  no atendería ningún 

escrito de quienes no sean partes procesales. 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

Forma de activación de la acción de incumplimiento: 

 

 La Corte Constitucional estableció los requisitos para que la persona afectada pueda ejercer 

la acción de incumplimiento directamente ante la Corte Constitucional, en la sentencia 103-

21-IS/22, se estableció lo siguiente: 

 

“[E]l ejercicio de la acción de incumplimiento de forma directa ante la Corte 

Constitucional está sujeto a que el juez o jueza de instancia (i) haya negado el 

requerimiento previo realizado por la persona afectada o (ii) no haya cumplido 

oportunamente su deber de remitir el expediente y el correspondiente informe a la 

Corte Constitucional.” 

 

La Corte estima irrazonable exigir a A. S.A estos requisitos, dado que pese a emitir varios 

escritos ante el juez de la Unidad Judicial, este dispuso que se siente razón sobre quiénes 

eran los legitimados activos y pasivos en el proceso y, con base en esta información, no 

atendió ninguno de los escritos presentados. Es decir, su accionar se limitó a señalar que A. 

S.A  no es una parte procesal y, en este sentido, no tomó en consideración el contenido de 

ninguno de sus escritos y dispuso que se deje de notificar a aquellas personas. 

 

De manera general (fuera del caso de análisis), los accionantes deberán cumplir con los 

requisitos establecidos para la activación de una acción de incumplimiento dada a su 

naturaleza subsidiaria, caso contrario, no será posible que la Corte verifique el 

cumplimiento de las medidas ni su ejecutabilidad. 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

La Corte Constitucional expresa que se podrán ordenar medidas cautelares conjunta o 

independientemente de las acciones constitucionales de protección de derechos, con el 

objeto de evitar o hacer cesar la violación o amenaza de violación de un derecho. En tal 

sentido la Corte expresa que son adecuadas, “(…) si: (i) evitan o previenen que se produzca 

la violación [medida cautelar autónoma]; o, (ii) detienen la violación que ya ocurrió o está 

ocurriendo [medida cautelar conjunta].” 

 

El peticionario pretendía que el Registro de la Propiedad de Guayaquil: “(i) deje sin efecto 

las inscripciones que, a su criterio, no eran legítimas; (ii) evite que se inscriban nuevas 

enajenaciones; y, (iii) ordene al intendente policial del Guayas que resguarde su ingreso 

al predio objeto de la solicitud.” 

 

El juez de la Unidad Judicial ordenó otorgar parcialmente la solicitud del peticionario, y 

dispuso lo siguiente: “ consecuentemente se deja provisionalmente sin efecto los actos 

administrativos emanados del Señor Registrador de la Propiedad del cantón Guayaquil 

consistentes es: inscripción de la demanda de Prescripción Adquisitiva de Dominio inscrita 

el día Viernes 13 de Marzo de 2015 con número de inscripción 134; la sentencia de 

Prescripción Adquisitiva de Dominio inscrita con fecha Viernes 13 de Marzo de 2015 con 

número de inscripción 5,031, por no tener su origen en orden judicial alguna; así como la 

compraventa de dicha prescripción adquisitiva de dominio con fecha miércoles 04 de Abril 

de 2018 en el tomo 26, número de inscripción 5,929, por tener su origen en tales actos que 

se suspenden provisionalmente, hasta tanto un Juez en vía ordinaria resuelva lo 

correspondiente en Derecho en relación a las acciones que deberá incoar el [peticionario] 

a fin de que en dicha vía se determine lo procedente en cuanto a los diversos derechos en 

conflicto, para lo cual se concede el término de 45 días [al peticionario] a fin de que 

deduzca la acción que a bien tuviere según sus intereses. (sic) (énfasis añadido)” 

 

 

 



 

 

 

En tal virtud la Corte Constitucional expresó lo siguiente: 

 

“83. Con base en lo expuesto, este Organismo concluyó que se desnaturalizó la garantía 

jurisdiccional de medidas cautelares por haberse inobservado su objeto al conceder la 

solicitud y por haber prolongado la vigencia de la medida cautelar dictada de forma 

indefinida, inobservando su naturaleza temporal. Esto tiene como consecuencia la 

inejecutabilidad de la medida dictada por razones jurídicas, al haberse anulado el sentido 

de la justicia constitucional y permitido que las medidas se mantengan por más de seis 

años. Es decir, la medida resulta contraria a la misma naturaleza de la garantía 

jurisdiccional, lo cual constituye un vicio grave e insubsanable que deviene en su 

inejecutabilidad. Una desnaturalización es un fraude a la justicia constitucional y, por 

ende, resulta contraria al ordenamiento. En este sentido no es posible que la Corte 

mantenga vigentes medidas que contradicen abiertamente el sistema de justicia 

constitucional, pues esto implicaría su inejecutabilidad por razones jurídicas. Por lo 

expuesto, se verifica el supuesto señalado en el párrafo 67 supra y corresponde dejar sin 

efecto la medida dictada y oficiar al Registro de la Propiedad de Guayaquil para que 

levante la suspensión de las inscripciones detalladas en el párrafo 26.” 

 

En relación a una sentencia inejecutable, la Corte Constitucional en la sentencia 86-11-

IS/19, determinó que: “ una sentencia no es ejecutable por razones jurídicas cuando 

incurre en un vicio procesal grave e insubsanable que la hace incompatible con los 

preceptos constitucionales y  afecta su validez.41 En este sentido, la Corte no puede, a 

través de una acción de incumplimiento, disponer la ejecución de decisiones que contengan 

vicios de esta gravedad y que sean contrarios al sentido de la justicia constitucional. En 

estos casos lo que procede es declarar la inejecutabilidad de las medidas. Ahora, si bien 

la referencia señala que esto aplica para sentencias, esta Corte observa que, por analogía, 

el estándar expuesto también aplica para autos resolutorios de medidas cautelares, cuando 

se verifica que las medidas dispuestas son contrarias a su objeto.” 

 



 

 

 

Abuso del derecho: 

 

La Corte expresa que la conducta de abuso del derecho puede consistir en las siguientes 

acciones:  

“2.1 Proponer varias acciones de forma simultánea o sucesiva por el mismo acto u 

omisión, por violación del mismo derecho y contra las mismas personas. 

 

 2.2 Presentar peticiones de medidas cautelares de mala fe; o, 

 

 2.3 Desnaturalizar el objeto de las garantías jurisdiccionales con ánimo de causar 

daño.” 

 

La Corte Constitucional del Ecuador expresa que,  

 

“92. En virtud de las normas expuestas supra, esta Corte observa que la solicitud de 

medidas cautelares 09281-2018-02615 fue presentada por el representante legal de 

Krismare, mientras que la solicitud de medidas cautelares 09332-2018-06168, objeto de 

la presente acción de incumplimiento, fue presentada por el peticionario en calidad de 

accionista mayoritario de la misma compañía. Sin perjuicio de ello, este Organismo no 

puede desconocer que el beneficiario de ambas solicitudes es KrismareSeafood S.A. El 

hecho de que se dejen sin efecto las inscripciones del Registro de la Propiedad solicitadas 

únicamente beneficiaba a Krismare, quien había adquirido los derechos hipotecarios sobre 

el predio con matrícula inmobiliaria 471250. En este sentido, se determina que, a pesar de 

la distinción entre las personas que presentaron la solicitud de medidas cautelares, el 

afectado en ambos casos es Krismare, de conformidad con lo establecido en el artículo 8, 

numeral 6 de la LOGJCC. Tal es el caso que las demandas del proceso de nulidad de 

instrumento público 09332-2018-09673 y del proceso ejecutivo de cobro de pagaré 09332-

2018-09675 fueron presentadas por Alfonso Gabriel Grunauer Jarrín, como presidente y 

representante legal de KrismareSeafood S.A., a pesar de que dichas demandas fueron 



 

 

presentadas en cumplimiento de lo dispuesto en el auto de 20 de junio de 2018, dentro del 

proceso de medidas cautelares 09332-2018-06168 iniciado por Heinz Heinrich Grunauer 

Farah, en su calidad de accionista mayoritario de la referida compañía. 

 

93. En atención a lo expuesto, se determina que el elemento (1), es decir, el elemento 

subjetivo (que se refiere a los peticionarios o a las abogadas y abogados que presenten 

acciones de garantías jurisdiccionales) es, por una parte, Krismare en la persona de 

Alfonso Gabriel Grunauer Jarrín, en calidad de representante legal, pues presentó la 

solicitud de medidas cautelares autónomas 09281-2018-02615, en representación y 

beneficio de esta compañía. Por otra parte, el elemento subjetivo también es Heinz 

Heinrich Grunauer Farah, quien, en su calidad de accionista mayoritario, presentó la 

solicitud de medidas cautelares autónomas 09332-2018-06168 en beneficio de Krismare. 

Por último, se identifica como elemento subjetivo también a Héctor Luis Cotto Zambrano, 

quien participó en ambos procesos como abogado patrocinador.” 

 

Por consiguiente, la Corte Constitucional determina el abuso del derecho por parte de K. 

S.A, del peticionario H. H.G, F, y de su defensa técnica al evidenciarse la presentación 

sucesiva de medidas cautelares autónomas, en beneficio de K. S.A, por la vulneración de 

sus derechos a la seguridad jurídica y al debido proceso, y en contra del Registro de la 

Propiedad de Guayaquil. 

 

Desnaturalización  del objeto de la garantía jurisdiccional con ánimo de causar daño: 

 

La Corte verifica que el fin de las medida cautelar autónoma se dirigía a invalidar 

registrosde títulos de dominio sobre un bien inmueble al considerar que las inscripciones 

no eran legítimas. Esto a través de una solicitud de medidas cautelares autónomas 

 

 

 

 



 

 

 

En tal virtud, la Corte manifiesta que: 

 

“ (…) tras la aceptación de su solicitud de medidas cautelares constitucionales autónomas 

–y en aparente cumplimiento de lo dispuesto en el auto resolutorio- Krismare, a través de 

su representante legal, presenta dos acciones ordinarias respecto del inmueble objeto de 

la solicitud medidas cautelares: i) nulidad de instrumento público (…); y, ii) juicio 

ejecutivo por cobro de pagaré (…). Este Organismo observa que la primera acción culminó 

con el abandono del proceso y, la segunda, con la adjudicación del inmueble a favor de 

Krismare.” 

 

La Corte concluye que el accionar de K. S.A estaba direccionado a no dilucidar y resolver 

el conflicto de propiedad sobre el inmueble, sino conseguir el dominio del mismo.  

Adicionalmente,  K. S.A tampoco formuló que se deje sin efecto la medida cautelar, dado 

que el hecho de que las inscripciones a favor de terceros se mantengan suspendidas era 

beneficioso para la compañía. Es en virtud de esto que, eventualmente, se adjudicó el 

inmueble a su favor y, como manifestó la compañía A  S.A  ), una vez que la medida 

cautelar se deje sin efecto, el problema sobre el dominio del predio solamente se verá 

agravado. 

 

Por lo tanto, la Corte expresa que H.H.G.F, en calidad de accionista mayoritario de K. S.A., 

y H.L.C.Z, en calidad de su procurador judicial, abusaron de las medidas cautelares 

constitucionales con ánimo de causar daño. 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 Declaratoria jurisdiccional previa: 

 

A la luz del segundo inciso del artículo 109.2 del COFJ y el primer inciso del artículo 7 del 

Reglamento, el Pleno de la Corte Constitucional es competente para realizar una 

declaratoria jurisdiccional previa en los casos en que los actos u omisiones de las juezas y 

jueces que conocieron una garantía jurisdiccional en última instancia sean objeto de control 

por medio de las acciones de incumplimiento de sentencias. 

 

En virtud de lo expuesto, en el marco de la presente acción de incumplimiento, el Pleno de 

la Corte Constitucional es competente para declarar el dolo, la manifiesta negligencia y/o 

el error inexcusable respecto de la actuación del juez de la Unidad Judicial, como  autoridad 

de última instancia que conoció y resolvió conceder la solicitud de medidas cautelares 

autónomas. 

 

En este sentido, la Corte Constitucional plantea siguiente problema jurídico: ¿Cabe 

declarar la existencia de error inexcusable por el actuar del juez de la Unidad Judicial 

que conoció el proceso de medidas cautelares autónomas? 

 

En relación al error inexcusable, la Corte Constitucional expresa: “ Del artículo 109 del 

COFJ se desprende que el error inexcusable es una especie de error judicial. Dicho error 

judicial, en general, se produce cuando un juez, tribunal, fiscal o defensor público realiza 

“una alteración de los hechos o una equivocación inaceptable e incontestable en la 

interpretación o aplicación de disposiciones jurídicas específicas, en la sustanciación y 

resolución de un determinado proceso judicial”, según el artículo 32 del COFJ. Por ello, 

la norma ibidem establece que, para que un error judicial sea inexcusable, el mismo debe 

ser grave y dañino. La gravedad se da porque es un error obvio, irracional e indiscutible, 

hallándose fuera de las posibilidades lógicas y razonables de interpretación de las normas 

o de apreciación de los hechos de una causa. Por otro lado, el error judicial es dañino 

cuando causa un perjuicio significativo a la administración de justicia, a los justiciables o 



 

 

a terceros.” 

 

La Corte Constitucional expresa que se desnaturalizó la garantía jurisdiccional de medidas 

cautelares al ventilarse temas eminentemente patrimoniales respecto de una disputa en la 

propiedad de un bien inmueble; y con el fin de que suspenda la inscripción de una sentencia.  

Además, la esencia de la garantía se desnaturalizó al verificar que, a pesar de que el proceso 

cuenta con un auto de archivo, las medidas siguen vigentes más de seis años después de 

haber sido dictadas. 

 

El juez de la Unidad Judicial al aceptar la solicitud del peticionario y permitir que se 

obstaculice la ejecución de la sentencia que aceptó la prescripción adquisitiva de dominio, 

pues además la Corte señala que,  “Adicionalmente, el juez deja vigente la suspensión de 

las inscripciones del Registro de la Propiedad de Guayaquil por más de seis años.”. En 

este sentido,  la Corte expresa que pese a haber recibido varios escritos cuestionando sus 

actuaciones, el juez de la Unidad Judicial mantuvo su accionar. Por consiguiente expresa 

la Corte que la actuación del juez puede identificarse como un error inexcusable en la 

aplicación  de normas constitucionales y principios básicos de derecho por parte del juez 

de la Unidad Judicial. 

 

Por consiguiente, la Corte concluye que: 

 

“122. Es claro, entonces, que las actuaciones del juez han dado paso para que existan 

mayores complicaciones en el conflicto subyacente sobre la propiedad del bien inmueble 

detallado ut supra. De la revisión del expediente electrónico y conforme a  lo indicado por 

el Registro de la Propiedad en su informe, posterior a la aceptación de la solicitud de 

medidas cautelares se practicaron varios asientos registrales que culminaron con la 

adjudicación del bien inmueble a favor de Krismare. Sin embargo, y como es indicado por 

la compañía accionante en su escrito de 20 de septiembre de 2023 ante el juez de la Unidad 

Judicial, una vez que se deje sin efecto las suspensiones, se agravarán los problemas sobre 

el dominio del bien. Es así que las actuaciones del juez de la Unidad Judicial causaron un 



 

 

daño grave a la administración de justicia y a terceros, como la compañía accionante.” 

 

Sobre la conducta:  

 

El Código Orgánico General de Procesos (norma supletoria de la LOGJCC) en su artículo 

16 expresa cuando una autoridad judicial podrá ordenar la acumulación de procesos la 

misma que será hasta la audiencia preliminar: “ i) cuando la sentencia que vaya a dictarse 

en uno de los procesos pueda producir en otro una excepción de cosa juzgada; ii) cuando 

haya un proceso pendiente sobre lo mismo que sea objeto del que se haya promovido 

después; o, iii) cuando haya en los procesos, propuestos de forma separada, identidad de 

personas, cosas y acciones.”  

 

El artículo 18 de la norma ibidem señala que deben concurrir los siguientes requisitos para 

que la acumulación sea autorizada: “i) que la autoridad judicial que pretende acumular los 

distintos procesos sea competente para conocerlos todos; ii) que todos los procesos se 

encuentren sometidos al mismo procedimiento o que las partes acepten someterse a la 

misma vía procesal; y iii) que los procesos que se pretende acumular no estén en diversas 

instancias. 

 

En relación a la acumulación de procesos, la Corte observa lo siguiente: 

 

Mediante auto de fecha 26 de diciembre de 2019, el juez de la Unidad Judicial dispuso la 

acumulación del proceso ejecutivo al proceso de medidas cautelares autónomas. 

 

El proceso constitucional tiene como origen una solicitud de medidas cautelares autónomas 

presentada por el peticionario en contra del Registro de la Propiedad. Este proceso, al 

momento de la acumulación, ya contaba con un auto resolutorio de medidas cautelares. 

 

El proceso ejecutivo tiene como origen una demanda de cobro de pagaré a la orden 

presentada por K. S.A en contra de M. S.A. 



 

 

 

Al momento de la acumulación, este proceso se encontraba en fase de ejecución, es decir, 

contaba ya con una sentencia ejecutoriada. 

 

La Corte expresa que, “(…) si bien ambos procesos fueron conocidos por jueces de una 

Unidad Judicial Civil, en el proceso de medidas cautelares, el juez de la Unidad Judicial 

actúa como juez constitucional, mientras que, en el proceso ejecutivo, debía actuar como 

juez civil. Resulta incompatible que un juez conozca un proceso en dos calidades distintas. 

Es así que el juez que pretende acumular los procesos no es competente para conocerlos 

todos, pues esto implicaría que actúe como juez constitucional y ordinario a la vez.” 

 

En tal virtud, la Corte Constitucional expresa que los procesos acumulados no estaban 

sometidos al mismo procedimiento, puesto que uno es de naturaleza constitucional y el otro 

un proceso ejecutivo. También, la Corte Constitucional expresa que no se ha identificado 

que todas las partes hayan aceptado someterse a una misma vía procesal. Finalmente, Corte 

expresa que, la acumulación de la vía ordinaria y la vía constitucional son incompatibles y, 

en segundo lugar, porque, de la revisión efectuada por la Corte, no hay evidencia de que el 

Registro de la Propiedad se haya manifestado al respecto. 

 

La Corte expresa que el juez  superpuso y equiparó la justicia ordinaria con la constitucional 

lo cual derivó en un daño grave a la administración de justicia y también al procedimiento y 

los requisitos establecidos en la Ley para el efecto. 

 

En virtud de lo expuesto, la Corte Constitucional del Ecuador concluye que el accionar del 

juez de la Unidad Judicial Civil y Mercantil con sede en el cantón Guayaquil se enmarcan 

en la infracción gravísima de error inexcusable y dispone que se notifique al Consejo de la 

Judicatura para que inicie el procedimiento para evaluar su eventual sanción, conforme a lo 



 

 

determinado en el numeral 7 del artículo 109 del Código Orgánico de la Función Judicial. 

 

Prevaricato: 

 

La Corte Constitucional en la sentencia 2231-22-JP/23 estableció que en relación al delito 

de prevaricato: 

“cuando el artículo 268 del COIP se refiere a proceder contra ley expresa, alude a 

las normas adjetivas que regulan la sustanciación de las causas. En materia de 

garantías jurisdiccionales, estas normas se encuentran principalmente en la 

Constitución y en la LOGJCC y, dentro de ellas, existen aquellas cuya inobservancia 

acarrea de forma incontestable un vicio grave que afecta la validez del proceso y los 

derechos de los justiciables. Tal es el caso de las normas que regulan la competencia 

de las y los jueces para conocer garantías jurisdiccionales, lo que incluye las normas 

que regulan la competencia territorial y material. La inobservancia de este tipo de 

normas por los jueces y juezas constitucionales de la función judicial no se enmarca 

en el contenido normativo fijado por la sentencia 141-18-SEP-CC y, por tanto, esta 

conducta es y ha sido perseguible en la justicia penal.” 

 

Por consiguiente, la Corte Constitucional del Ecuador determinó que el juez de la Unidad 

Judicial Civil y Mercantil, al ejecutar una acumulación de un proceso ejecutivo a un proceso 

constitucional, procedió en contra de los artículos 16 y 18 del Código General de Procesos.  

 

En tal virtud, la Corte Constitucional expresa que esta conducta puede ser constitutiva del 

delito de prevaricato y dispone el envío del expediente a la Fiscalía General del Estado para 

que inicie las investigaciones correspondientes. 

 

En relación al bien inmueble objeto de la medida cautelar dictada, la Corte Constitucional 

advierte que, conforme el informe elaborado por el Registro de la Propiedad de Guayaquil, 

el predio se encuentra adjudicado a favor de K. S.A. Una vez que la suspensión de las 

inscripciones se levante en virtud de la declaración de inejecutabilidad de la medida, el 



 

 

inmueble tendrá dos posibles propietarios inscritos en el Registro de la Propiedad. En tal 

virtud, la Corte Constitucional reserva el derecho de quienes se hayan visto perjudicados 

para presentar las acciones que crean necesarias para resarcir posibles daños causados. 

 

 

 

MEDIDAS DE 

REPARACIÓN 

INTEGRAL 

ADOPTADAS 

 

 

1. Aceptar la acción de incumplimiento 166-23-IS 

 

 2. Declarar que la medida cautelar dispuesta es inejecutable por razones jurídicas. En 

virtud de esto, se deja sin efecto la medida y se oficia al Registro de la  Propiedad de 

Guayaquil para que levante las suspensiones a los registros detallados en el párrafo 26 de 

la presente sentencia. 

 

 3. Remitir el expediente al Consejo de la Judicatura para que inicie los procedimientos 

para determinar las sanciones que sean pertinentes al abogado Héctor Luis Cotto 

Zambrano por abuso del derecho, de conformidad con el artículo 23 de la LOGJCC, 

conforme a la sección 7 de esta sentencia. 

 

 4. Remitir el expediente a la Fiscalía General del Estado para que lleve a cabo las 

investigaciones que correspondan respecto de la configuración de infracciones penales 

cometidas en el marco de la tramitación y ejecución del proceso 09332- 2018-06168. 

 

5. Con relación a las conductas judiciales analizadas en la presente sentencia, la Corte 

resuelve: 

 

5.1 Declarar que Roberto Napoleón Angulo Lugo, juez de la Unidad Judicial Civil y 

Mercantil con sede en el cantón Guayaquil, incurrió en error inexcusable al desnaturalizar 

la garantía jurisdiccional de medidas cautelares 09332-2018-06168 y por acumular de 

forma indebida el proceso 09332- 2018-09675 al proceso 09332-2018-06168, conforme a 



 

 

la sección 8. 

 

 

5.2 Notificar la declaratoria jurisdiccional previa realizada en el párrafo precedente al 

Consejo de la Judicatura para que dé inicio al procedimiento que corresponda, sobre la 

base del error inexcusable declarado por la Corte Constitucional.  

 

5.3 Notificar a la Comisión de la Corte Nacional de Justicia de Compilación, Análisis y 

Unificación de las Calificaciones Jurisdiccionales de Infracciones, de conformidad con el 

artículo 15 del Reglamento para la Regulación de la Declaratoria Jurisdiccional Previa en 

Casos de Dolo, Manifiesta Negligencia o Error Inexcusable dentro de la Jurisdicción 

Constitucional.  

 

5.4 Remitir el expediente a la Fiscalía General del Estado para que inicie la investigación 

por el delito de prevaricato en contra de Roberto Napoleón Angulo Lugo, juez de la Unidad 

Judicial Civil y Mercantil con sede en el cantón Guayaquil, provincia del Guayas por haber 

procedido en contra de los artículos 16 y 18 del COGEP al acumular de forma indebida el 

proceso 09332-2018-09675 al proceso 09332-2018-06168. 

 

6. Disponer al Consejo de la Judicatura: 

 

6.1 Que, en el término de 15 días contados a partir de la notificación de esta sentencia 

difundan el presente fallo a través de correo electrónico, a todos los operadores de justicia, 

debiendo incluir a servidores y servidoras de la Corte Nacional de Justicia, Fiscalía 

General del Estado, y Defensoría Pública; a los Colegios de Abogados de Pichincha y del 

Guayas; a las Federaciones y Asociaciones de magistrados y jueces del país; así como a 

través de sus cuentas oficiales de redes sociales. Asimismo, el cumplimiento de esta 

disposición deberá ser informado a la Corte en un plazo máximo de 15 días contados desde 

el fenecimiento de dicho término. 

 



 

 

6.2 Que, en el término de 15 días contados a partir de la notificación de la sentencia 

publique la sentencia en su página web. Una vez fenecido el término, el Consejo de la 

Judicatura informará a la Corte sobre el cumplimiento de la medida de publicación en un 

plazo máximo de 15 días contados desde el fenecimiento de dicho término. 

 

 

FALLO 

 
La Corte Constitucional acepta la acción de incumplimiento presentada en contra de un 

auto resolutorio emitido en el marco de un proceso constitucional de medidas cautelares 

autónomas.  

 

La Corte Constitucional determina que la medida cautelar dispuesta  es inejecutable, dado 

que la garantía jurisdiccional había sido desnaturalizada. 

 

La Corte Constitucional del Ecuador determina que la conducta del peticionario y el 

accionar de su abogado patrocinador deriva en un abuso del derecho y  por tal razón la 

Corte Constitucional remite el expediente a la Fiscalía General del Estado para que 

investigue la configuración de infracciones penales cometidas en el marco de la tramitación 

y ejecución del proceso 09332-2018-06168. 

 

Por otro lado, la Corte Constitucional declara el error inexcusable del juez que dictó el auto 

resolutorio de medidas cautelares y que mantuvo vigente la medida cautelar por más de seis 

años.  

 

Finalmente, remite el expediente a la Fiscalía General del Estado dado que En los delitos 

de acción pública el titular de la acción penal es el Estado a través de la Fiscalía General 

del Estado para que inicie la investigación correspondiente y establezca si existen los 

elementos suficientes para configurar el delito de prevaricato en contra del juez que dictó 

la medida cautelar. 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

Elaborado por: 

Abg. Alain Luna Rodríguez  

 

 

 

 

 

Revisado y Aprobado por: 

Ab. Homero Danilo Sulca Villamarín. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

VOTACIÓN POR LA 

QUE FUE 

ADOPTADA 

La sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con nueve 

votos a favor de los jueces constitucionales. 

 

Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Solís, Enrique Herrería 

Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard Ortiz Ortiz y Daniela Salazar 

Marín. 

 
VOTO CONCURRENTE / 
SALVADO: 

  Karla Andrade Quevedo (voto concurrente), 
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